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Lanzamos la IV Edición de nuestra Newsletter de Derecho
Penal. El primer semestre de 2026 ha sido especialmente
intenso para el derecho penal español. La entrada en vigor
de nuevas reformas legislativas, junto con una actividad
jurisprudencial notable del Tribunal Supremo ha generado
un panorama normativo en plena transformación que exige
atención constante por parte de los operadores jurídicos.

Desde Bufete Osuna Legal & Compliance seguimos de cerca
los cambios que pueden marcar la diferencia. Por eso, con
esta newsletter nuestro objetivo es ofrecer una selección
razonada de las sentencias más relevantes del Tribunal
Supremo del periodo comprendido entre enero y junio de
2026, prestando especial atención a aquellas que suponen
un punto de inflexión en la interpretación de los tipos
peales, las garantías procesales o la política criminal. 



Un semestre de consolidación
jurisprudencial

Novedades del semestre

Prueba indiciaria y testimonio único:
nuevos criterios para enervar la
presunción de inocencia.

Delitos económicos: fronteras más
nítidas entre responsabilidad penal y
civil.

Violencia de género: tutela reforzada y
protección extendida a víctimas
menores de edad.

El primer semestre de 2026 ha estado marcado por
una intensa actividad de la Sala de lo Penal del
Tribunal Supremo, que ha ido perfilando con notable
precisión los estándares interpretativos en materias de
gran trascendencia práctica para la defensa y la
acusación. Entre las líneas más destacadas, sobresalen
las resoluciones que delimitan el alcance de la prueba
indiciaria y del testimonio único como fundamento de
condena, las que afinan la frontera entre los distintos
subtipos agravados de lesiones, y las que precisan los
límites entre responsabilidad penal y civil en delitos
económicos y de corrupción.

Asimismo, el semestre deja un claro reforzamiento de
la tutela en violencia de género, con pronunciamientos
que amplían el criterio de habitualidad en el maltrato y
extienden la protección a los menores ante el riesgo
de violencia vicaria.

Actualidad

Resoluciones de mayor repercusión

Procedimiento penal Novedad destacada

Las sentencias de mayor impacto del
semestre han situado en el centro del debate
cuestiones como la responsabilidad en delitos
económicos, la corrupción y la gestión de
fondos públicos.

Sentencias que consolidan o matizan criterios
relevantes en la interpretación sustantiva del
Derecho Penal, especialmente en materia de
lesiones y violencia de género.

Extensión de la pena de alejamiento del art. 48.2 CP
a los menores como medida preventiva frente a la
violencia vicaria (STS de 4 de junio de 2026).

Líneas jurisprudenciales consolidadas

Novedades en materia de prueba, valoración
probatoria y garantías de defensa en el proceso
penal.



Resumen: 

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo ha dictado, con fecha 15 de enero de 2026, una sentencia
de notable relevancia procesal que aborda el alcance de la prueba indiciaria como fundamento
legítimo de una condena penal y su compatibilidad con el derecho a la presunción de inocencia
consagrado en el artículo 24.2 CE.

El Tribunal reitera, en línea con su doctrina consolidada desde las SSTC 174/1985 y 175/1985, que
la ausencia de prueba directa no equivale a ausencia de prueba: el cuadro indiciario resulta
plenamente idóneo para enervar la presunción de inocencia siempre que concurran determinados
presupuestos formales y materiales. Así, exige que los hechos-base estén plenamente acreditados y
no respondan a meras conjeturas; que sean, por regla general, plurales y concomitantes entre sí, de
modo que se refuercen mutuamente -salvo que un indicio único posea, excepcionalmente, singular
potencia acreditativa-; y que entre el hecho-base y el hecho-consecuencia exista un enlace lógico,
preciso y directo conforme a las reglas del criterio humano. A ello se suma una exigencia de
motivación reforzada, en cuya virtud el órgano de instancia debe exteriorizar el íntegro proceso
inferencial seguido para alcanzar la convicción condenatoria.

Especial interés reviste el pronunciamiento del Alto Tribunal sobre el tratamiento de las hipótesis
alternativas a la versión acusatoria: la sola invocación de una explicación distinta y plausible no
basta, por sí misma, para desvirtuar la inferencia de culpabilidad. Solo cuando esta resulte ilógica,
arbitraria o tan abierta que permita extraer varias conclusiones igualmente razonables, sin que
ninguna se imponga sobre las demás, cabrá apreciar la vulneración del derecho fundamental
invocado. El Supremo insiste, asimismo, en que el control casacional debe partir de un examen
global e integrado del cuadro indiciario, descartando expresamente la estrategia defensiva
consistente en fragmentar y rebatir los indicios de manera aislada, al residir precisamente en su
interrelación la fuerza de convicción del conjunto.

Una resolución, en definitiva, que consolida y sistematiza los estándares de control sobre la prueba
indiciaria en sede casacional, y que aporta claridad en un terreno de constante litigiosidad: el de los
márgenes admisibles para impugnar condenas fundadas en indicios cuando no existe prueba
directa de cargo, delimitando con precisión hasta dónde alcanza la revisión propia de la casación
penal.

Casos que han cambiado las reglas
del juego

JURISPRUDENCIA

1.-Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Segunda,
núm. 17/2026, de 15 de enero. 

Ponente: Excmo. Sr. D. Javier Hernández García.

Asunto: el Tribunal Supremo determina los requisitos de la prueba indiciaria como
fundamento válido de condena penal y su control casacional. 



Resumen: 

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo ha dictado, con fecha 29 de enero de 2026, una sentencia
de notable relevancia dogmática que aborda dos cuestiones de amplio impacto práctico en el
ámbito de los delitos cometidos por funcionarios públicos y de la responsabilidad civil derivada del
delito.

En primer lugar, la resolución fija doctrina sobre el alcance de la cláusula de nombramiento del
artículo 24.2 CP, clarificando cuándo la irregularidad o nulidad del título habilitante impide -o no-
transferir la condición de funcionario público a efectos penales. El Tribunal distingue con nitidez
entre el denominado funcionario de facto -aquel que actúa al margen de cualquier estructura
administrativa y sin nombramiento por autoridad competente, supuesto en el que la transferencia
de la condición no opera- y el sujeto nombrado con irregularidades formales por quien sí ostentaba
competencia para designar. En este segundo caso, el Supremo concluye que los vicios que afectan
a la validez del título no obstan a que el designado quede sometido al estatuto penal del
funcionario, aun cuando ese título sea posteriormente anulado. Se trata de una interpretación
teleológica que antepone los fines de protección de la norma penal a la validez formal del acto
administrativo, con consecuencias directas en procesos por malversación, prevaricación o cohecho
en los que el cargo del acusado haya sido objeto de impugnación.

En segundo lugar, la sentencia precisa el fundamento y los requisitos de la responsabilidad civil del
partícipe a título lucrativo ex artículo 122 CP, exigiendo que el beneficiario haya desarrollado una
conducta activa y consciente de incorporación a su patrimonio de los bienes recibidos con ánimo
de lucro. Dicho beneficio, señala el Tribunal, es la fuente genuina de la imputación civil, que queda
limitada al valor de la participación y se concreta en la restitución de los efectos del delito o en la
indemnización al perjudicado.

Una resolución, en definitiva, que refuerza la autonomía conceptual del Derecho Penal frente al
administrativo en la definición de sus sujetos activos cualificados, y que aporta claridad en un
terreno de frecuente litigiosidad: el de la responsabilidad patrimonial de quienes se benefician de
delitos de corrupción pública sin haber participado directamente en su comisión.

Casos que han cambiado las reglas
del juego

JURISPRUDENCIA

2.-Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Segunda,
núm. 56/2026, de 29 de enero.

Ponente: Excmo. Sr. D. Javier Hernández García.

Asunto: el Tribunal Supremo delimita el concepto de funcionario público a efectos
penales y el alcance de la responsabilidad del partícipe a título lucrativo. 



Resumen: 

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo ha dictado, con fecha 12 de febrero de 2026, una
sentencia de notable relevancia en materia de delincuencia económica, que aborda uno de los
problemas más recurrentes y de mayor complejidad en la aplicación del artículo 301 del Código
Penal: la delimitación del tipo de blanqueo de capitales respecto de aquellas conductas que,
aunque implican la posesión o utilización de bienes de origen ilícito, constituyen en realidad un
mero agotamiento del delito previo sin afección genuina al bien jurídico protegido.

El Tribunal recuerda y consolida la doctrina según la cual una vez incorporadas a la tipicidad del
blanqueo las conductas de “poseer o utilizar” tras la reforma de 2010, resulta imprescindible excluir
de la sanción penal como blanqueo aquellos comportamientos absolutamente inidóneos para
comprometer el bien jurídico protegido, por no estar orientados ni a ocultar o encubrir el origen
ilícito de los bienes ni a ayudar a eludir la persecución del delito base. De no hacerse así, cualquier
conducta de agotamiento de un delito con efectos económicos podría ser sancionada como
blanqueo, vulnerando el principio de lesividad material y el de proporcionalidad. 

En materia de autoblanqueo -supuesto en que autor del delito previo y del blanqueo coinciden en
la misma persona-, la Sala reitera que la acción típica sancionada como delito de blanqueo no
consiste en el simple hecho de adquirir, poseer o utilizar los beneficios obtenidos, sino en realizar
estos u otros actos cuando tiendan a ocultar o encubrir el origen ilícito de las ganancias o a ayudar
al autor del delito antecedente a eludir las consecuencias legales de sus actos. Por consiguiente,
disfrutar o aprovechar las ganancias del delito, sin más, no integra el tipo si no concurre esa
finalidad encubridora o elusiva. 

Se trata de una resolución que refuerza los contornos garantistas del delito de blanqueo frente a
interpretaciones expansivas del tipo, con un impacto directo en la práctica procesal de los delitos
económicos y de corrupción: no toda conexión patrimonial con el delito previo es, por sí sola,
suficiente para sustentar una acusación por blanqueo. La sentencia obliga, por tanto, a la acusación
a acreditar no solo el origen ilícito de los bienes, sino también la existencia de una conducta
funcionalmente orientada a su ocultación o a la elusión de la acción de la justicia.

Casos que han cambiado las reglas
del juego

JURISPRUDENCIA

3.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Segunda,
núm. 123/2026, de 12 de febrero. 

Ponente: Excma. Sra. Dª. Susana Polo García.

Asunto: El Supremo precisa los límites del delito de blanqueo de capitales y la frontera
con el mero agotamiento del delito previo.



Resumen: 

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo ha dictado, con fecha 16 de febrero de 2026, una
sentencia de notable relevancia dogmática que aborda la calificación jurídica de las lesiones
consistentes en la pérdida funcional de dos dedos de la mano de la víctima, resolviendo la
controversia sobre su encaje en el subtipo agravado del artículo 149 CP -pérdida o inutilidad de
un órgano o miembro principal- o en el del artículo 150 CP -pérdida o inutilidad de un miembro no
principal-.

El Tribunal confirma que, aun cuando la pérdida funcional de los dedos comporte una afectación
relevante para la escritura y para el desarrollo de tareas manuales de la víctima, dicho resultado
debe subsumirse en el tipo del artículo 150 CP y no en el más gravoso del artículo 149 CP. La Sala
reafirma así el criterio según el cual la noción de “miembro principal” a efectos penales no se
identifica sin más con cualquier extremidad u órgano cuya pérdida genere una limitación funcional
significativa en la vida cotidiana o laboral del lesionado, sino que responde a una valoración
normativa más estricta, vinculada a la entidad anatómica y funcional del miembro afectado dentro
del conjunto corporal, que sitúa a los dedos -individualmente considerados- fuera del círculo de
los miembros principales pese a su indudable importancia funcional.

La resolución se pronuncia, además, sobre la concurrencia de dolo eventual en el resultado lesivo
producido, descartando que la falta de intencionalidad directa de causar ese concreto menoscabo
excluya la imputación subjetiva, en línea con la doctrina consolidada de la Sala según la cual basta
con que el resultado típico estuviera abarcado por la representación y aceptación del riesgo por
parte del autor.

Una resolución que aporta claridad en un terreno de frecuente litigiosidad pericial y casacional: la
frontera, no siempre nítida, entre los subtipos agravados de lesiones de los artículos 149 y 150 CP,
y los criterios que deben presidir su correcta calificación cuando el resultado lesivo recae sobre
estructuras anatómicas de funcionalidad relevante pero de entidad parcial dentro del miembro u
órgano afectado.

Casos que han cambiado las reglas
del juego

JURISPRUDENCIA

4.-Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo
Penal, núm. 128/2026, de 16 de febrero.

Ponente: Excmo. Sr. D. Andrés Martínez Arrieta.

Asunto: el Tribunal Supremo delimita la frontera entre miembro principal y no principal
en el delito de lesiones del artículo 150 CP ante la pérdida funcional de dedos de la
mano.



Resumen: 

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo ha dictado, con fecha 12 de marzo de 2026, una
sentencia de especial relevancia en el ámbito de la violencia de género, que confirma la condena
por un delito continuado de agresión sexual, un delito de maltrato habitual y un delito de
maltrato de obra en el marco de una relación conyugal prolongada, abordando además varias
cuestiones procesales de primer orden.

Desde el punto de vista sustantivo, la resolución consolida la doctrina del Tribunal Supremo en
torno al denominado control coercitivo como elemento estructural del delito de maltrato habitual
del artículo 173.2 CP. El relato de hechos probados describe una relación de pareja en la que la
mujer es sometida a una situación de humillación y trato vejatorio -un auténtico calvario- durante
un importante número de años, que va progresivamente intensificándose y que, a partir de un
momento determinado, da paso a agresiones sexuales con penetración. La sentencia subraya que
esta dinámica de dominación, cuando queda suficientemente descrita en los hechos probados
con claridad, diferenciación y secuencia temporal, basta para sostener tanto la tipicidad del
maltrato habitual como la continuidad delictiva en las agresiones sexuales. 

Sobre este segundo punto, el Tribunal reitera que la jurisprudencia ha apreciado continuidad
delictiva en casos de sucesivos actos de contenido sexual sobre la misma víctima cuyas fechas y
ocasiones no ha sido posible identificar, generalmente ocurridos en un entorno familiar, siempre
que los hechos probados los recojan con suficiente claridad, diferenciación y secuencia temporal.
La imposibilidad de individualizar exactamente cada acto no puede convertirse, por tanto, en un
escudo de impunidad en este tipo de delincuencia oculta.

En el plano procesal, la sentencia precisa la diferencia entre alegación y pretensión a efectos de
incongruencia omisiva, rechaza la vulneración del derecho a juicio público por la naturaleza de los
hechos enjuiciados, y aborda la doctrina aplicable a la denegación de prueba en segunda instancia
y al derecho a la última palabra.

Casos que han cambiado las reglas
del juego

JURISPRUDENCIA

5.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Segunda,
núm. 213/2026, de 12 de marzo. 

Ponente: Excmo. Sr. D. Ángel Luis Hurtado Adrián.

Asunto: El Tribunal Supremo consolida la doctrina sobre el control coercitivo como contexto del
delito de maltrato habitual y la continuidad delictiva en agresiones sexuales sin identificación
individualizada de los actos.



Resumen: 

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo ha dictado, con fecha 12 de marzo de 2026, una
sentencia de notable relevancia procesal que aborda dos cuestiones de amplio impacto práctico
en el enjuiciamiento de delitos contra la libertad sexual: el régimen de validez de la prueba
testifical practicada por videoconferencia y los requisitos para que la declaración única de la
víctima pueda enervar la presunción de inocencia.

En primer lugar, el Tribunal se pronuncia sobre las consecuencias de una declaración testifical
prestada mediante videollamada desde el domicilio de la testigo, sin verificación oficial de
identidad ni presencia de letrado de la Administración de Justicia, y con deficiencias técnicas
durante su desarrollo. La Sala distingue con nitidez entre las meras irregularidades procesales -
que deben ser ponderadas al valorar la prueba pero no determinan su nulidad- y las vulneraciones
de garantías estructurales del proceso, cuya infracción sí contamina irremediablemente la
actividad probatoria. Concluye que el incumplimiento de formalidades legales en el uso de
medios telemáticos no se sitúa, por sí solo, en este segundo plano, por lo que la declaración
conserva virtualidad probatoria siempre que se constate que la contradicción y la defensa
pudieron ejercerse con plenitud.

En segundo lugar, la sentencia recopila y sistematiza la doctrina sobre la idoneidad del testimonio
único de la víctima para sustentar una condena, superando definitivamente la vieja máxima testis
unus testis nullus. El Tribunal reitera que la declaración de la víctima, aun siendo la única prueba
de cargo, puede ser suficiente para destruir la presunción de inocencia, pero exige una
motivación fáctica reforzada que vaya más allá de la mera invocación de la inmediación judicial.
Recuerda en este punto el clásico triple test de contraste -persistencia en la incriminación,
verosimilitud del relato con elementos corroboradores, y ausencia de móviles espurios-,
precisando que estos parámetros no operan como condiciones legales de validez ni como reglas
de prueba tasada, sino como herramientas orientativas que el tribunal de instancia debe ponderar
de forma razonada en cada caso concreto.

Casos que han cambiado las reglas
del juego

JURISPRUDENCIA

6.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Segunda,
núm. 216/2026, de 12 de marzo. 

Ponente: Excmo. Sr. D. Antonio del Moral García.

Asunto: Tribunal Supremo delimita el valor probatorio del testimonio único de la víctima y los
efectos de las irregularidades en la práctica de prueba testifical por videoconferencia.



Resumen: 

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo ha dictado, con fecha 9 de abril de 2026, una sentencia
de notable relevancia dogmática que aborda los criterios para la aplicación del subtipo agravado
de lesiones del artículo 148.1 CP cuando el resultado lesivo se produce mediante el empleo de un
instrumento, medio o forma concretamente peligrosos para la vida o la salud de la víctima.

El Tribunal reafirma que el fundamento de esta agravación no reside en la relación causal entre el
medio empleado y las lesiones efectivamente producidas, sino en el incremento objetivo del
riesgo que dicho medio comporta para la integridad física del agredido. Por ello, concluye que la
agravación procede aun cuando la resolución de instancia no haya descrito de forma
pormenorizada las características técnicas o la naturaleza exacta del objeto utilizado, siempre que
de la forma en que fue empleado -el modo de uso concreto en la agresión- se desprenda con
claridad su potencialidad lesiva superior a la de una agresión ordinaria. Con ello, la Sala estima el
recurso de casación interpuesto, revisando el criterio sostenido por el tribunal de instancia, que
había descartado la agravación precisamente por la falta de una identificación exhaustiva del
instrumento.

La sentencia se inserta así en una línea jurisprudencial consolidada -con precedentes como las
SSTS 906/2010, de 4 de octubre, o 1191/2010, de 27 de noviembre- que distingue entre el
riesgo que se traduce en un resultado lesivo más grave y aquel que permanece como mera
potencialidad de daño no materializada, subrayando en ambos casos que es el incremento del
riesgo, y no el desenlace concreto, lo que activa la agravación. Reitera, además, que la valoración
debe hacerse caso por caso, atendiendo al mecanismo de producción de las lesiones y a los
principios de proporcionalidad y culpabilidad, sin que quepa una enumeración cerrada de objetos
o medios considerados per se peligrosos.

Una resolución que aporta claridad en un terreno de frecuente litigiosidad pericial: la frontera
entre las lesiones básicas del artículo 147 CP y su modalidad agravada del artículo 148.1 CP, y el
estándar probatorio exigible para apreciar la peligrosidad del medio empleado cuando este no ha
sido objeto de identificación o pericia exhaustiva.

Casos que han cambiado las reglas
del juego

JURISPRUDENCIA

7.-Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo
Penal, núm. 273/2026, de 9 de abril.

Ponente: Excmo. Sr. D. Ángel Luis Hurtado Adrián.

Asunto: Tribunal Supremo precisa los criterios para apreciar el subtipo agravado de lesiones por
uso de instrumento peligroso del artículo 148.1 CP.



Resumen: 

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo ha dictado, con fecha 29 de abril de 2026, una sentencia
de notable interés en materia de delitos contra la integridad sexual de menores cometidos a través
de medios telemáticos, que precisa los contornos del denominado “child grooming” u
embaucamiento de menores del artículo 183 ter CP, así como su engarce con el principio
acusatorio.

El supuesto de hecho parte de un acusado que, conociendo la minoría de edad de las víctimas, las
contactó a través de redes sociales con ánimo libidinoso, remitiéndoles material de contenido
sexual y procurando obtener de ellas imágenes de igual naturaleza. La Sala aborda, en primer lugar,
el alcance del concepto de embaucamiento como elemento típico del delito, delimitando sus
contornos frente al delito de elaboración o difusión de pornografía infantil del artículo 189 CP. El
Tribunal concluye que la condena por el tipo del artículo 183 ter cuando no concurren los
presupuestos exigidos por el artículo 189 no comporta infracción del principio acusatorio, en la
medida en que ambos preceptos protegen homogéneamente el mismo bien jurídico -la indemnidad
sexual del menor- y permiten, por tanto, una recalificación que no introduce elementos fácticos
sorpresivos ni mengua las posibilidades de defensa.

La resolución también ofrece un repaso útil sobre los límites del recurso de casación por error en la
apreciación de la prueba del artículo 849.2 LECrim, recordando que la prueba pericial se valora
conforme a las reglas de la sana crítica y no como prueba tasada, lo que impide fundar en ella, por
sí sola, una alteración del relato fáctico fijado por los tribunales de instancia.

Se trata de una sentencia que aporta claridad práctica en un ámbito de creciente litigiosidad -los
delitos de captación y abuso sexual de menores a través de internet- y que refuerza la doctrina
sobre la flexibilidad de la recalificación entre tipos penales homogéneos siempre que se respete el
sustrato fáctico objeto de acusación.

Casos que han cambiado las reglas
del juego

JURISPRUDENCIA

8.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Segunda,
nº 318/2026, de 29 de abril.

Ponente: Excmo. Sr. D. Juan Ramón Berdugo y Gómez de la Torre.

Asunto: el Tribunal Supremo delimita el delito de embaucamiento de menores (art. 183 ter CP) y
su relación con el principio acusatorio.



Resumen: 

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo ha dictado, con fecha 6 de mayo de 2026, una sentencia
de notable relevancia dogmática que aborda la naturaleza jurídica y el fundamento de la figura del
partícipe a título lucrativo del artículo 122 CP en el marco de un delito de cohecho, precisando los
límites entre la responsabilidad penal propiamente dicha y la mera obligación civil de restitución
que recae sobre quien se ha beneficiado patrimonialmente de un delito ajeno sin haber intervenido
en su comisión.

El Tribunal reafirma que el partícipe a título lucrativo, por la propia definición legal de la figura, no
puede tener conocimiento del hecho típico ejecutado por el autor del delito del que derivan los
activos que recibe, pues si tuviera ese conocimiento su intervención habría de reconducirse a otros
títulos de imputación penal -encubrimiento, blanqueo de capitales o incluso coautoría, según el
caso-. Precisa así que esta persona participa de los efectos económicos del delito, pero no en el
delito mismo, lo que excluye cualquier reproche de culpabilidad penal sobre su conducta.

En consecuencia, la Sala concluye que su llamada al proceso penal no responde a una finalidad
punitiva, sino exclusivamente a la interdicción del enriquecimiento injusto: se trata de un
mecanismo de naturaleza civil, orientado a restituir el equilibrio patrimonial alterado por el delito,
que opera con independencia de cualquier elemento subjetivo de dolo o culpa por parte del
beneficiario. Esta calificación tiene consecuencias prácticas relevantes en materia probatoria y de
garantías procesales, en la medida en que al partícipe a título lucrativo no le resultan exigibles los
estándares de prueba de cargo propios de la responsabilidad penal, sino los de la acción civil de
restitución.

Una resolución que aporta claridad en un terreno de creciente relevancia en los procesos por
delitos de corrupción pública y económica: la posición procesal y el régimen de responsabilidad de
terceros -familiares, sociedades instrumentales o testaferros- que se han beneficiado
patrimonialmente de fondos de origen delictivo sin haber participado en su obtención.
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9.-Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Segunda,
núm. 322/2026, de 6 de mayo.

Ponente: Excmo. Sr. D. Vicente Magro Servet.

Asunto: el Tribunal Supremo delimita el fundamento y la naturaleza no penal de la
responsabilidad del partícipe a título lucrativo en un delito de cohecho.



Resumen: 

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo ha dictado, con fecha 21 de mayo de 2026, una sentencia
que consolida un importante giro interpretativo en la configuración del elemento de habitualidad
exigido por el delito de maltrato habitual en el ámbito familiar (art. 173.2 CP).

El Tribunal abandona expresamente el criterio cuantitativo que durante años vinculó la habitualidad
a un número mínimo de actos violentos -tradicionalmente fijado a partir del tercero, por analogía
con el artículo 94 CP-. En su lugar, gana terreno y se consolida en la doctrina de la Sala la línea que
considera que lo relevante no es el número de actos violentos o que estos excedan de un mínimo,
sino la relación entre autor y víctima, junto con la frecuencia con que ello ocurre, esto es, la
permanencia del trato violento. Lo decisivo, señala la Sala, es que esos actos generen, por su
repetición, un clima de sistemático maltrato o una atmósfera irrespirable para la víctima. 

Este cambio de perspectiva tiene una proyección práctica considerable: desplaza el foco probatorio
desde la acreditación aislada de episodios concretos hacia la demostración de una dinámica
relacional de dominación sostenida en el tiempo, en línea con la noción de control coercitivo que el
Tribunal Supremo viene perfilando en resoluciones recientes. Se trata de una evolución coherente
con la finalidad de protección del bien jurídico en juego -la paz familiar y la dignidad de sus
miembros más vulnerables-, que excede del mero ataque a la integridad física considerado
aisladamente.
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10.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Segunda,
núm. 359/2026, de 21 de mayo.

Ponente: Excmo. Sr. D. Juan Ramón Berdugo y Gómez de la Torre.

Asunto: El Tribunal Supremo redefine el criterio de habitualidad en el delito de maltrato familiar,
primando la relación de dominación sobre el número de actos violentos.



Resumen: 

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo ha dictado, con fecha 4 de junio de 2026, una sentencia
de notable relevancia práctica en el ámbito de la violencia de género, que aborda la procedencia de
extender la pena accesoria de prohibición de aproximación del artículo 48.2 CP a los hijos menores
de la víctima cuando el condenado no ha dirigido el delito directamente contra ellos, sino que las
amenazas proferidas contra la madre revelan un riesgo objetivo de violencia vicaria.

El Tribunal revoca el criterio de la Audiencia Provincial -que había suprimido la extensión de la
medida a la hija menor por entender insuficientemente motivada esa decisión- y reafirma que la
pena del artículo 48.2 CP tiene una naturaleza eminentemente preventivo-protectora, no limitada a
la víctima directa del delito, sino extensible al círculo familiar, y singularmente a los menores,
cuando del contexto fáctico se desprenda un riesgo concreto, objetivo y fundado de que la
violencia ejercida contra la madre pueda proyectarse sobre ellos. La Sala insiste en que no basta
con la mera existencia de un hijo en común para imponer automáticamente esta extensión, pero
tampoco resulta exigible una prueba añadida o una corroboración periférica imposible de obtener
cuando los hechos se cometen en la intimidad: la declaración de la víctima, unida a las expresiones
literales del agresor recogidas en el relato de hechos probados -en este caso, amenazas explícitas
de causar la muerte a la menor como represalia-, resulta suficiente para fundamentar el riesgo.

La resolución profundiza, además, en la caracterización dogmática de la denominada violencia
vicaria, entendida como la instrumentalización de los hijos por parte del agresor para infligir el
máximo daño posible a la mujer, en un contexto de dominación y de respuesta punitiva ante la
"desobediencia" de la víctima, y recuerda que la correcta evaluación del riesgo -conforme a los
protocolos médico-forenses existentes en la materia- constituye una pieza esencial del sistema de
protección frente a la escalada de violencia.

Una resolución que aporta claridad en un terreno de creciente sensibilidad social y aplicación
práctica: los criterios que deben presidir la extensión de las medidas de protección penal a los
menores en contextos de violencia de género, anticipando la respuesta judicial a la consumación de
hechos de mayor gravedad.
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11.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Segunda,
núm. 389/2026, de 4 de junio.

Ponente: Excmo. Sr. D. Vicente Magro Servet.

Asunto: El Tribunal Supremo extiende la pena de alejamiento del artículo 48.2 CP a los hijos
menores como instrumento preventivo frente la violencia vicaria.



Resumen: 

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo ha dictado, con fecha 4 de junio de 2026, una sentencia
de notable relevancia dogmática en materia de responsabilidad civil derivada de delito, en el marco
de un homicidio por imprudencia, que aborda la compatibilidad entre la indemnización por lesiones
temporales sufridas por la víctima antes de su fallecimiento y la indemnización que corresponde a
los herederos y perjudicados por la propia muerte.

El Tribunal se enfrenta a un supuesto en el que la víctima, tras sufrir un grave accidente, falleció 48
días después en el curso de un proceso curativo complicado, sin que llegara a producirse la
estabilización lesional propiamente dicha exigida por el artículo 45 del Real Decreto Legislativo
8/2004. La Sala aclara que, en estos casos, no resulta de aplicación dicho precepto, sino el artículo
134.3 del mismo texto legal, que contempla expresamente la compatibilidad entre la indemnización
por lesiones temporales -devengada desde el accidente hasta el final del proceso curativo, aunque
este termine en fallecimiento- y la indemnización por muerte. El Tribunal concluye que el derecho
de crédito correspondiente a esas lesiones temporales ya había ingresado en el patrimonio de la
víctima antes de su fallecimiento y, por tanto, resulta plenamente transmisible a sus herederos
conforme a las reglas generales del derecho sucesorio, con independencia de que no llegara a
producirse la consolidación de las secuelas.

La resolución se apoya en la doctrina sentada por la Sala Primera del Tribunal Supremo en su
sentencia de 13 de septiembre de 2012, que reconoció expresamente esta posibilidad de
transmisión del derecho de crédito por daño corporal a los herederos, así como su compatibilidad
con la reclamación que estos puedan ejercer iure proprio por el fallecimiento del causante, doctrina
posteriormente asumida por el legislador en los artículos 44 y 47 de la Ley 35/2015 del baremo de
tráfico.

Una resolución que aporta claridad en un terreno de frecuente litigiosidad en sede de
responsabilidad civil ex delicto: la articulación entre las distintas partidas indemnizatorias del
sistema de valoración del daño corporal cuando la muerte de la víctima sobreviene antes de la
estabilización de sus lesiones, y el alcance de la doble legitimación -propia y hereditaria- que en
estos supuestos puede concurrir.
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12.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Segunda,
núm. 387/2026, de 4 de junio.

Ponente: Excmo. Sr. D. Vicente Magro Servet.

Asunto: Tribunal Supremo reconoce la transmisibilidad a los herederos del derecho de crédito
indemnizatorio por lesiones temporales cuando la víctima fallece antes de su estabilización.
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En conjunto, el Tribunal Supremo no ha roto con doctrinas consolidadas, sino que las ha afinado y
proyectado sobre supuestos cada vez más complejos, exigiendo en todos los casos una motivación
individualizada como contrapeso a cualquier flexibilización probatoria o sustantiva:

Prueba: la ausencia de prueba directa o las irregularidades formales no vulneran por sí solas la
presunción de inocencia, si la motivación es racional y suficiente (enero, marzo).

Delincuencia económica: delimitación precisa entre responsabilidad penal, civil y mecanismos de
neutralización patrimonial (febrero, mayo).

Lesiones: prevalece el incremento funcional del riesgo sobre la descripción técnica del medio o miembro
afectado (febrero, abril).

Violencia de género: refuerzo de la tutela, habitualidad del maltrato y extensión de medidas a menores
por violencia vicaria (mayo, junio).

Responsabilidad civil ex delicto: transmisibilidad a herederos de la indemnización pese a la falta de
estabilización lesional (junio).
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